Radicación: 66-001-31-09-002-2021-00014-01

Titular: Héctor Javier Rendón Mora
Accionado: Juzgado 3º Penal Municipal de Conocimiento de Pereira
Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO PROCEDIMENTAL ABSOLUTO / CASO: RECHAZO DE SOLICITUD DE PRECLUSIÓN Y DE LA APELACIÓN / SE DENIEGA LA TUTELA.
… es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

Este requisito se hace más exigente cuando se pretende atacar pronunciamientos judiciales por vía de tutela, pues se supone que el primer escenario con el que cuentan los sujetos pasivos de un proceso es ante los jueces ordinarios, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica…
Como quiera que el problema jurídico del presente asunto gira en torno a controvertir el contenido y la legalidad de una providencia judicial, debe iniciar la Colegiatura por dilucidar si en el caso bajo estudio están dados los presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela, de manera tal que se justifique la intervención del Juez Constitucional…
La jurisprudencia Constitucional, a partir de la sentencia C-590 de 2005, fue consolidando una serie de requisitos generales para la procedencia de la acción de tutela en contra de providencias judiciales, y otros específicos o especiales (hipótesis que fueron inicialmente conocidas como vías de hecho), los cuales deben estar acreditados en la acción de amparo antes de poder efectuar análisis de fondo frente al reclamo formulado en sede de tutela. (…)
En el presente asunto el accionante no invocó ninguna causal, pero, si de manera oficiosa se pretendiera determinar, considera la Corporación que la única causal que eventualmente encajaría, sería la denominada “defecto procedimental absoluto”, pues de cara a la naturaleza del debate, es obvio que este tiene que ver con supuestos yerros de naturaleza procesal. (…)
Remitiéndonos… al caso puntual, el que tiene que ver con la decisión adoptada por el Juzgado 3º Penal Municipal de Conocimiento de Pereira el 26 de febrero de 2021 de rechazar una solicitud de preclusión presentada al interior de un proceso penal por parte del Dr. Héctor Javier Rendón Mora, y declaró que en contra de esa decisión no procedía ningún recurso, la Sala desde ya anuncia que no le asiste la razón al impugnante en la tesis de la discrepancia propuesta en contra de lo resuelto y decidido por el Juzgado A quo.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Colegiatura en torno a la impugnación presentada por el Dr. HÉCTOR JAVIER RENDÓN MORA, en contra del fallo de tutela por medio del cual el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira negó la solicitud de amparo constitucional incoada en contra del JUZGADO 3º PENAL MUNICIPAL DE ESTA LOCALIDAD, CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO. 
ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Refirió el accionante que, en el devenir de una audiencia de juicio oral, dentro del proceso seguido en contra del señor José Fernando Alzate González, a quien él representa como Defensor, pidió que se le concediera el uso de la palabra para sustentar una solicitud de preclusión, interés que también había puesto en conocimiento del Despacho previamente por escrito, antes de la instalación de la audiencia. Sin embargo, la titular del Juzgado no le permitió sustentar su petición, y adicionalmente, le negó la posibilidad de interponer recursos; paso seguido, la Togada dio inicio a la audiencia de lectura de sentido del fallo. 
El accionante considera que, con ese proceder, la titular del Juzgado aludido vulneró su derecho al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, procediendo inmediatamente a retirarse de la diligencia. 

PRETENSIONES:

De conformidad con los hechos narrados en precedencia, el accionante elevó las siguientes: 

“Se decrete la nulidad de lo actuado a partir del momento procesal en que se me vulneró el derecho invocado, y se ordene a la Juez accionada convocar a audiencia en la cual se dé el trámite de los artículos 333 y siguientes de la Ley 906 de 2004 o conceder los recursos de reposición y apelación procedentes.

En virtud de lo anterior presenté denuncia penal ante la Fiscalía Anticorrupción por el presunto delito de prevaricato y queja ante el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, para lo de su competencia. Cuyo escrito se anexa y hace parte integral de estos hechos.”
ANTECEDENTES PROCESALES:

El Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira admitió la presente actuación mediante auto, y en él ordenó correr traslado de la demanda al Juzgado accionado para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. Además, decretó una medida provisional para que se suspendiera la continuación de la audiencia de lectura de sentencia programada para el 4 de marzo de 2021. 
Posteriormente, al efectuar un estudio de las circunstancias fácticas planteadas, decidió mediante sentencia del 8 de marzo de 2021, negar la solicitud de amparo constitucional, al considerar que el Despacho demandado actuó en derecho al momento de rechazar de plano la solicitud de preclusión presentada por el ahora accionante, y también por no conceder en contra de esa decisión ningún recurso. 
IMPUGNACIÓN:

Inconforme con lo decidido por el Despacho de primer nivel, el Dr. Héctor Javier Rendón Mora presentó dentro del término legalmente previsto un escrito de impugnación. 
Para cimentar su discrepancia, el recurrente, tras citar una mezcolanza de algunos apartes jurisprudenciales, expresó que en los procesos, antes de proferirse el sentido del fallo, se puede solicitar la preclusión por parte de la defensa cuando confluyan las causales 1 y 3 previstas en el Estatuto de Procedimiento Penal, posibilidad que no se cierra con los alegatos de conclusión, en tanto que, incluso la muerte del procesado sería una causal de extinción de la acción penal, lo que implicaría que en ese evento perdiera su razón el dictar el sentido del fallo cuando debiera precluirse, entonces, no se justifica que a él no le dieran la oportunidad tampoco de sustentar sus pedimentos para determinar la viabilidad de los mismos.
Para el impugnante, las citas jurisprudenciales que citó el Despacho fallador, aunque se ajustan al caso concreto, no pueden ser aplicadas como “tabula raza” (sic) para resolver sus pretensiones, porque, de igual manera, existen otros pronunciamientos que le concederían la razón, a lo que se debe sumar que esos apartes son un tanto antiguos, cuando todavía no se había dilucidado la posibilidad que tiene la Defensa para solicitar la preclusión del proceso. 

De otro lado, resaltó que la decisión del Juzgado accionado no fue de mero trámite, y según el Estatuto de Procedimiento Penal debieron concedérsele recursos en contra de la misma.
Además, el Despacho accionado no justificó, motivó o resolvió lo solicitado, tan solo se limitó a no darle trámite a su petición.  
Entonces, él presentó una solicitud de preclusión, los argumentos no fueron escuchados y se negó su petición mediante auto de trámite, y si así fue, debió dársele paso a lo dispuesto en el artículo 168 de la Ley 906 de 2004, y por lo menos se le debió otorgar la reposición. 
Finalmente, el apelante sacó a relucir los argumentos según los cuales pensaba soportar o sustentar su solicitud de preclusión: 

1. Que ya existía ante la Fiscalía una conciliación con los tres denunciantes, por lo que la acción penal se extinguió. 

2. Las querellas se presentaron de manera extemporánea, por lo tanto había caducado, lo que hacía imposible continuar con el ejercicio de la acción penal. 

3. Se habían acumulado 3 denuncias sin el cumplimiento de los requisitos de conexidad, y por lo tanto se había vulnerado la unidad procesal. 

Entonces, en suma, el Dr. Rendón Mora pidió que se acceda a las pretensiones formuladas al inicio. 

Por su parte, el Dr. Jorge Enrique Álvarez, Procurador 290 Judicial I Penal, presentó sustentación en calidad de no recurrente, en los siguientes términos: 

I) El accionante tuvo herramientas defensivas en el devenir de las audiencias realizadas con posterioridad a los hechos planteados en el libelo, en las que se dictó sentencia de condena y él decidió no comparecer, permitiendo que la decisión cobrara firmeza, con lo que “se llevó de calle” los derechos fundamentales que invoca en favor de la parte que representa.

II) El amparo solicitado deviene en improcedente, por no hallarse satisfecho el requisito de la subsidiariedad, toda vez que era el proceso la vía para discutir los temas planteados en esta sede. 

III) Las oportunidades para el accionante fueron desaprovechadas por su actitud despótica de abandonar la audiencia sin autorización y dejar abandonado a su suerte el proceso al mantener su postura irreflexiva y obstinada de no hacer presencia a la convocatoria de la siguiente audiencia denominada lectura de fallo, donde tenía la oportunidad de postular el recurso ordinario de apelación, en el que bien podía postular la configuración de la causal de extinción de la acción penal que no pudo emprender, así como las nulidades del caso, sin perjuicio de haber optado por el recurso de queja.

IV) La existencia de ese proceso penal al que renunció, no permite ahora que temas que pudo haber planteado y no lo hizo quizás por incuria, malicia o negligencia, sean retomados en sede de este mecanismo constitucional
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.

2. Problema Jurídico:
El problema jurídico del presente asunto, gira en torno a establecer si al accionante se le vulneró o no el Derecho fundamental al Debido Proceso, en todo lo que tiene que ver con la decisión tomada por el Juzgado 3º Penal Municipal de Conocimiento de Pereira de no darle trámite a la solicitud de preclusión formulada por parte del Dr. Héctor Javier Rendón Mora al interior del proceso penal seguido en contra del señor José Fernando Alzate González, y de negarle la interposición de recursos pese a que esa decisión, según el libelista, es de aquellas susceptibles de los recursos ordinarios consagrados en el Estatuto de Procedimiento Penal; o si por el contrario le asistió la razón al Despacho de primer nivel al considerar que la posición asumida por el aludido Juzgado estuvo ajustada a derecho. 
3. Solución: 
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Sin embargo, es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

Este requisito se hace más exigente cuando se pretende atacar pronunciamientos judiciales por vía de tutela, pues se supone que el primer escenario con el que cuentan los sujetos pasivos de un proceso es ante los jueces ordinarios, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, porque es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales sólo de manera excepcionalísima habría lugar a la intervención del Juez Constitucional.
Como quiera que el problema jurídico del presente asunto gira en torno a controvertir el contenido y la legalidad de una providencia judicial, debe iniciar la Colegiatura por dilucidar si en el caso bajo estudio están dados los presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela, de manera tal que se justifique la intervención del Juez Constitucional, y pueda ser utilizada como un instrumento para dejar sin efectos lo resuelto en el escenario ordinario por el Juez natural al decidir declarar desierto un recurso de apelación presentado en contra de una sentencia condenatoria.

La jurisprudencia Constitucional, a partir de la sentencia C-590 de 2005, fue consolidando una serie de requisitos generales para la procedencia de la acción de tutela en contra de providencias judiciales, y otros específicos o especiales (hipótesis que fueron inicialmente conocidas como vías de hecho), los cuales deben estar acreditados en la acción de amparo antes de poder efectuar análisis de fondo frente al reclamo formulado en sede de tutela. 

Así pues, tenemos que los requisitos generales para que proceda la tutela contra providencias judiciales son
: 
“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. (…)
 
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. (…) 
 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  (…)
 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  (…)
 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.  (…)
 
f. Que no se trate de sentencias de tutela.  (…)”
Aterrizando los anteriores presupuestos al caso en estudio, observamos que el asunto es de relevancia constitucional, pues debe recordarse que el artículo 29 Superior consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental, el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, en aras de garantizarle a las partes involucradas la oportunidad de ser escuchados, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. 
En relación con el agotamiento de los recursos ordinarios, previa interposición de la acción tuitiva, podemos afirmar que el mismo no sería exigible al libelista, pues precisamente uno de los hechos en que estructura su petición de amparo consiste en aseverar que no se le concedió un recurso al cual considera que tenía derecho.
Frente al presupuesto de la inmediatez, la Colegiatura considera que la acción se interpuso en un tiempo razonable, pues la decisión censurada data del 26 de febrero de 2021. 

Finalmente, es evidente que la discusión planteada no tiene nada que ver con alguna sentencia de tutela. Así, se colige que en el sub examine se encuentran reunidos los requisitos generales de procedencia de esta acción. 

Paso seguido, debe este Juez colegiado examinar si los dichos del accionante encajarían eventualmente en alguna de las hipótesis especiales o específicas de procedencia de la tutela, las cuales han sido definidas
 por la Corte Constitucional así: 

1. Defecto orgánico, que tiene lugar cuando el funcionario judicial que emite la decisión carece, de manera absoluta, de competencia para ello.

2. Defecto procedimental absoluto, que tiene lugar cuando el Juez actuó al margen del procedimiento establecido.

3. Defecto material o sustantivo, que se origina cuando las decisiones son proferidas con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, o que presentan una evidente contradicción entre los fundamentos y la decisión.

4. Defecto fáctico por no haberse decretado, practicado o valorado pruebas debidamente solicitadas o recaudadas en el curso del proceso, o por haberse valorado pruebas nulas o vulneradoras de derechos fundamentales. 

5. Error inducido, que se presenta cuando la autoridad judicial ha sido engañada por parte de terceros y ese engaño lo llevó a tomar una decisión que afecta derechos fundamentales.

6. Decisión sin motivación, que tiene lugar cuando el funcionario judicial no da cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de su decisión, pues es en dicha motivación en donde reposa la legitimidad de sus providencias.

7. Desconocimiento del precedente, que se origina cuando el juez ordinario, por ejemplo, desconoce o limita el alcance dado por esta Corte a un derecho fundamental, apartándose del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, también cuando se aparta del precedente sentado por los órganos de cierre de su respectiva jurisdicción o de su propio precedente.

8. Violación directa de la Constitución, tiene lugar, entre otros eventos, cuando, amparada en la discrecionalidad interpretativa, la decisión judicial se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados amparados por la Carta Política.

Por lo tanto, quien pretenda atacar una decisión judicial vía tutela debe describir claramente los hechos que generaron la presunta violación de sus derechos fundamentales, tratando en la medida de lo posible de identificar cuál de los defectos o causales especiales es la que configura la presunta “vía de hecho”. 

En el presente asunto el accionante no invocó ninguna causal, pero, si de manera oficiosa se pretendiera determinar, considera la Corporación que la única causal que eventualmente encajaría, sería la denominada “defecto procedimental absoluto”, pues de cara a la naturaleza del debate, es obvio que este tiene que ver con supuestos yerros de naturaleza procesal.

Sobre esta causal de procedibilidad ha dicho la Corte Constitucional lo siguiente:

“Los criterios que se deben tener en cuenta para establecer si existió un defecto procedimental son: i) que en el transcurso del proceso no haya sido posible corregir la irregularidad procesal; ii) que el desconocimiento procesal afecte de manera grave el derecho al debido proceso y tenga repercusiones en la decisión de fondo; y iii) se requiere que el error producido no sea imputable al afectado.” 

En atención a lo dicho hasta ahora, considera la Sala que la presente acción de tutela sí cumple los requisitos de procedencia, y en consecuencia se procederán a estudiar de fondo los cuestionamientos del accionante.

- Sobre el debido proceso:

Haciendo un análisis más profundo en relación con los postulados del debido proceso, consagrado en el artículo 29 Constitucional, podemos sostener sin temor a equívocos que el mismo hace parte de ese cúmulo de garantías aplicables a todas las actuaciones, tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades. 
Respecto de esta figura en el proceso penal, ha dicho la Corte Constitucional:

“… en materia penal, el respeto al debido proceso, tiene una mayor incidencia e importancia en el desarrollo del proceso judicial, particularmente por el compromiso de derechos como la libertad de locomoción, el de la presunción de inocencia, el derecho de defensa, la legalidad de las actuaciones y la posibilidad de acceder a una administración de justicia y obtener de esta una pronta resolución a su situación dada. En este contexto, la sentencia T-039 de 1998, M.P. Antonio Barrera Carbonell señaló lo siguiente:

“El derecho fundamental al debido proceso en materia penal, siguiendo la reiterada jurisprudencia de la Corte, constituye una limitación al poder punitivo del Estado, en cuanto comprende el conjunto de garantías sustanciales y procesales especialmente diseñadas para asegurar la legalidad, regularidad y eficacia de la actividad jurisdiccional en la investigación y juzgamiento de los hechos punibles, con miras a la protección de la libertad de las personas, u otros derechos que puedan verse afectados.

“Las aludidas garantías configuran, conforme al art. 29 de la Constitución, los siguientes principios medulares que integran su núcleo esencial: legalidad, juez natural o legal, favorabilidad, presunción de inocencia, derecho a la defensa  (derecho a la asistencia de un abogado, a presentar y controvertir pruebas, a oponer la nulidad de las obtenidas con violación del debido proceso, y a impugnar la sentencia condenatoria), debido proceso público sin dilaciones injustificadas, y  a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.” 

De esta manera, al desarrollar el derecho al debido proceso, buscó la Carta Política reforzar las garantías que conforman este concepto jurídico. Es por ello que a fin de controlar la capacidad punitiva del Estado la cual puede afectar la libertad personal, la presunción de inocencia y el buen nombre de las personas que se encuentren incriminadas en una actuación penal, dispuso que toda persona sindicada tiene derecho a la defensa, a la asistencia de un abogado para su asesoramiento en las diferentes etapas del proceso, a un debido proceso sin dilaciones injustificadas, a la posibilidad de presentar pruebas y controvertir las que se alleguen en su contra, a impugnar la sentencia condenatoria y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.” 

Así, se evidencia una íntima relación del derecho al debido proceso con el derecho de defensa, entendiendo este como el derecho que tiene toda persona dentro del ámbito de cualquier actuación judicial en su contra a ser oída, a presentar sus propias razones, a contradecir, a presentar pruebas, objetar las de la contra parte y presentar los recursos de ley contra las decisiones que se adopten, esto, siempre y cuando lo haga bajo las ritualidades previstas en la ley procesal para dicho fin, esto es, con el cumplimiento de los requisitos exigibles para cada caso, y dentro de los términos consagrados en la norma.
Remitiéndonos… al caso puntual, el que tiene que ver con la decisión adoptada por el Juzgado 3º Penal Municipal de Conocimiento de Pereira el 26 de febrero de 2021 de rechazar una solicitud de preclusión presentada al interior de un proceso penal por parte del Dr. Héctor Javier Rendón Mora, y declaró que en contra de esa decisión no procedía ningún recurso, la Sala desde ya anuncia que no le asiste la razón al impugnante en la tesis de la discrepancia propuesta en contra de lo resuelto y decidido por el Juzgado A quo. 

Para poder llegar a la anterior conclusión, la Sala debe partir de las siguientes premisas fácticas que se encuentran plenamente acreditadas en esta actuación. 
1. Para las calendas del 26 de febrero de 2021, fueron citadas las partes e intervinientes dentro de la actuación penal seguida en contra del ciudadano José Fernando Alzate González, con el fin de celebrar a instancias del Juzgado 3º Penal Municipal de Conocimiento de Pereira una audiencia de lectura del sentido del fallo y sentencia. 
2. Iniciada la audiencia de marras, el Defensor del Procesado, Dr. Héctor Javier Rendón Mora, quien ahora funge como accionante, pretendió sustentar una solicitud de preclusión, acto que se le impidió por parte del Despacho de conocimiento, al  precisar que para esa etapa procesal ya se encontraba superada la fase de Juzgamiento, y resultaba inviable sustentar una solicitud como la que él pretendida exteriorizar, por cuanto esa vista pública no tenía un propósito distinto que el de anunciar el sentido del fallo; de igual manera, como en criterio del Juzgado esa era una decisión “de mero trámite”, no le concedió al profesional del derecho ningún tipo de recurso. 
A modo de ver las cosas por parte del Letrado Héctor Javier, la posición del Juzgado accionado quebrantó los derechos de su representado, al coartar la garantía de la defensa y de la contradicción en contra de las decisiones judiciales. Sin embargo, la Sala considera que el libelista se encuentra completamente desatinado en sus apreciaciones, por lo siguiente: 

1. El Estatuto de Procedimiento Penal consagra cuáles providencias pueden ser atacadas mediante el recurso de apelación haciendo una distinción entre autos y sentencias, y determina que las primeras siempre serían susceptibles de la alzada, mientras que respecto de los autos interlocutorios consagró un listado de actuaciones que serían viables de ser objeto de alzada. En este sentido el artículo 177 del C.P.P., modificado por el artículo 13 de la Ley 1142 de 2007 reza:

“La apelación se concederá: En el efecto suspensivo, en cuyo caso la competencia de quien profirió la decisión objeto de recurso se suspenderá desde ese momento hasta cuando la apelación se resuelva:

1. La sentencia condenatoria o absolutoria,

2. El auto que decreta o rechaza la solicitud de preclusión, 
3. El auto que decide la nulidad;

4. El auto que niega la práctica de prueba en el juicio oral;

5. El auto que decide sobre la exclusión de una prueba del juicio oral.

En el efecto devolutivo, en cuyo caso no se suspenderá el cumplimiento de la decisión apelada ni el curso de la actuación:

1. El auto que resuelve sobre la imposición, revocatoria o sustitución de una medida de aseguramiento.

2. El auto que resuelve sobre la imposición de una medida cautelar que afecte bienes del imputado o acusado.

3. El auto que resuelve sobre la legalización de captura.

4. El auto que decide sobre el control de legalidad del diligenciamiento de las órdenes de allanamiento y registro, retención de correspondencia, interceptación de comunicaciones o recuperación de información dejada al navegar por Internet u otros medios similares, y 

5. El auto que imprueba la aplicación del principio de oportunidad en la etapa de investigación; y

6. El auto que admite la práctica de la prueba anticipada”.
2. De acuerdo con lo anterior, se tiene entonces que las providencias interlocutorias objeto de apelación serían aquellas que se cimientan en la afectación de la libertad del procesado, la admisión de las pruebas, o algún bien o interés económico, no siendo así las decisiones en las que la autoridad judicial se abstiene de pronunciarse de fondo o se niega a darle tramite a una solicitud por improcedencia de la misma.

3. Dentro del presente caso la Sala advierte que el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, como atinadamente lo expuso la falladora de primer nivel en esta acción, estuvo acertado al considerar que no era viable darle tramite a la solicitud elevada por parte del Dr. Héctor Javier Rendón Mora, por cuanto se trata de una situación objetiva previamente definida por la ley, la cual, en términos prácticos nos enseña que la posibilidad de impetrar una solicitud de preclusión fenece para todas las partes en el mismo momento en que culmina la etapa de Juzgamiento, lo que resulta útil en el caso bajo estudio, si en cuenta tenemos que el estadio procesal en que el ahora accionante deprecó una solicitud en tal sentido fue en el inicio de la audiencia de sentido del fallo, momento en que el debate, sin duda alguna, ya había terminado y solo restaba conocer la decisión adoptada por el Despacho de conocimiento.  

4. La decisión adoptada por el Juzgado 3º Penal Municipal con funciones de Conocimiento no se enmarcaba dentro del contexto de lo que se debe entender como uno de los autos interlocutorios de los que trata el numeral 2º del artículo 177 del C.P.P., por cuanto, como ya se había dicho en párrafos precedentes, no resolvió de fondo la petición, lo que quiere decir que se trataba de un asunto de mero trámite, esto es, según el artículo 161 del C..P.P. una providencia judicial “de orden” de cumplimiento inmediato que no tenía la entidad para un aplazamiento de la vista pública programada, máxime cuando, por los antecedentes del proceso, se podía inferir por parte de la Togada que los abogados predecesores del Dr. Rendón Mora dilataron la actuación, y que el papel de directora del Proceso, a la luz de lo consagrado en el artículo 139 del C.P.P, le otorgaba a la Jueza la facultad de evitar maniobras dilatorias, actos inconducentes, impertinentes o superfluos mediante el rechazo de plano de estrategias o maniobras de ese tipo, tal y como en efecto sucedió. 
Así las cosas, considera la Sala que razón le asistió al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira al negar la solicitud de amparo constitucional deprecada por el Dr. Héctor Javier Rendón Mora, y por ende, acorde con lo cual se habrá de avalar esa decisión opugnada. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela por medio del cual el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira negó la solicitud de amparo constitucional incoada por el DR. HÉCTOR JACIER RENDÓN MORA en contra del JUZGADO 3º PENAL MUNICIPAL DE ESTA LOCALIDAD, CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO. 
SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y su posterior remisión a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
Con impedimento
JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
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